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UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA NACIONAL 
OBSERVATORIO NACIONAL DE POLÍTICAS EN EVALUACIÓN  
PROYECTO DE LEY NO. 320 DE 2008 
 
Fernando López G., Universidad Antonio Nariño, Juan Vicente Ortiz, Fundación Universitaria Los 
Libertadores, Julio César Tovar-Gálvez, Universidad Antonio Nariño, Rosa Galvis, Universidad Minuto 
de Dios, Martha Osorio, Universidad Minuto de Dios, Lucero Blandon, Universidad Pedagógica 
Nacional, Isbelena Rodríguez Sánchez, Universidad Pedagógica Nacional, Pedro Fernando Garzón 
Venegas, Universidad Pedagógica Nacional, Carmenza Sánchez Rodríguez, Universidad Pedagógica 
Nacional. 
 
El OBSERVATORIO NACIONAL DE POLÍTICAS EN EVALUACIÓN, es un ente 
encargado de estudiar, articular, reconceptualizar y contribuir al debate y a la 
comprensión de las prácticas y las políticas educativas en evaluación, tanto 
nacionales como internacionales, procurando promover procesos de evaluación 
participativa que permitan la cualificación de los diferentes sujetos implicados en 
este proceso, buscando constituirse en una plataforma para la propuesta de 
políticas educativas en evaluación y para la interacción institucional con los 
organismos que diseñan y promueven estas políticas en el país. En esta 
perspectiva consideramos necesario dar a conocer algunos planteamientos sobre el 
Proyecto de Ley  320 de 2008. 
 
1. INTRODUCCIÓN 
Hacer un análisis del Proyecto de Ley 320 de 2008, “Por la cual se fijan criterios y 
parámetros para llevar a cabo la inspección y vigilancia de la calidad de la 
educación por medio de evaluaciones, se dictan normas para el fomento de una 
“cultura de la evaluación” y se conceden facultades para la reorganización del 
Icfes”, implica tener en cuenta los múltiples factores, de carácter pedagógico, 
político y fiscal y, en última instancia, la multiplicidad de intereses, concepciones, 
representaciones y sentidos otorgados a la educación y a la evaluación, como 
estrategia para el logro de la calidad.  Por ello, “para explicar la política es preciso 
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recurrir a los muchos factores que la condicionan y a las valoraciones de tipo 
ideológico y axiológico de los sujetos que la hacen”1.  Son estas valoraciones las 
que provocan el surgimiento de múltiples tensiones entre la evaluación y las 
concepciones sobre la educación, la calidad, la diversidad, la autonomía, el 
aprendizaje, lo pedagógico, la función de inspección y vigilancia y sus contenidos, 
dentro de las cuales se mencionarán algunas, sólo a manera de ejemplo, para 
evidenciar los intereses en juego en la evaluación de los aprendizajes.  
 
2. LA CONCEPCIÓN DE EVALUACIÓN EN EL PROYECTO DE LEY 
El Proyecto de Ley, consagra una concepción de evaluación tradicional y técnica, 
teniendo como referente evaluaciones externas que obligan a asumir unos 
parámetros mucho más técnico instrumentales que pedagógicos y transformadores. 
Se hace un retroceso a las primeras concepciones y escuelas de evaluación 
lideradas por Ralph Taylor de la década de 1930, cuya orientación estuvo centrada 
en la verificación y medida del grado en que los objetivos se habían alcanzado en 
los sujetos y en los procesos adelantados.  Se queda estancada en cerca de 80 
años de historia en donde evidentemente ha habido un cambio de paradigmas y 
más bien sería conveniente ver cómo los diferentes enfoques que han prevalecido 
en evaluación se han construido sobre los aportes de los anteriores y no han sido 
retrospectivos en su totalidad, lo cual quiere decir que las tendencias más 
avanzadas retoman los aportes de las anteriores. Esta evaluación es concebida 
como un fin con un sentido de control desde los resultados y no como un medio que 
retroalimenta los procesos curriculares; entendiendo que estos últimos relacionan 
diversos actores, formas de pensar y sentir, cosmologías, metodologías, principios 
y conocimientos, en un contexto.  
A pesar de las numerosas críticas sobre las mal llamadas pruebas objetivas, desde 




                                                
1 SÁNCHEZ, Carmenza. (2005).  Aproximación al Concepto de Política: Una Mirada desde el Observatorio Nacional de Políticas en 
Evaluación Educativa. Observatorio Nacional de Políticas en Evaluación. Boletín No. 3. Bogotá, Mayo 1 de 2005.. 
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3. LA CONCEPCIÓN DE CALIDAD EN EL PROYECTO DE LEY 
En las últimas décadas, los países de la región han hecho un esfuerzo importante 
por evaluar sus sistemas educativos. El Estado Colombiano aplica diferentes 
pruebas a lo lago de los procesos educativos de los estudiantes desde la educación 
primaria hasta su graduación en la Universidad (Pruebas SABER en tercero, quinto, 
séptimo  y noveno grado, Examen de Estado para el Ingreso a la Educación 
Superior, la prueba de ingreso a la Universidad y el ECAES). Sin embargo, los 
expertos que han analizado los sistemas de evaluación concluyen que, a pesar de 
los esfuerzos de los gobiernos y los recursos invertidos los beneficios respecto a la 
calidad de la educación no se evidencian.  
El problema de la calidad de la educación no puede ser reducido a consideraciones 
cuantitativas relacionadas con los resultados de las pruebas masivas. La 
problemática de la calidad de la educación es mucho más compleja y requiere 
procesos reflexivos en torno a los fines y propósitos de la educación, que no 
pueden ser abordados desde consideraciones meramente técnicas.  
El Proyecto de Ley establece como objetivo principal “ejercer la suprema inspección 
y vigilancia sobre la calidad de la educación”2.  Este argumento hace referencia a 
un término sobre el cual parece existir consenso. Sin embargo, los inconvenientes 
surgen cuando se analiza este término y se evidencia que “el contenido de esta 
categoría es asignado de acuerdo con las concepciones que sobre el mundo, el 
aprendizaje, la enseñanza, la educación, el conocimiento, la escuela, etc., que 
posee un grupo social en un contexto específico y en un momento históricamente 
determinado. Es decir, lo que puede ser calidad para una realidad social puede no 
serlo para otra; lo que puede ser calidad para una época puede no serlo para otra”3. 
Por ejemplo: desde las perspectivas eficientistas de la educación la calidad se 
concibe en términos de resultados, mientras que desde las perspectivas 
pedagógicas la calidad es concebida en términos de pertinencia a las demandas de 
los contextos y las comunidades. Por ello, el debate sobre la calidad de la 
educación es un debate sobre “su naturaleza y modo de ser” 4, que no se limita a 
                                                
2 Artículo 1. 
3 AGUERRONDO, Inés. La calidad de la educación: Ejes para su definición y evaluación. En: Revista La Educación, año XXXVII, No. 116. 
OEA, marzo 1993. 
4 CAMPO, Rafael (2000).  Del control a la búsqueda de sentido. En: Revista Javeriana. Número 663, año 68.Bogotá.  
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los resultados de las pruebas sino que responde esencialmente a las demandas 
sociales y culturales de un contexto específico”5.  
Por esta razón se hace necesario abordar la evaluación y la calidad de la educación 
desde perspectivas más amplias que permitan el conocimiento y reconocimiento de 
los sujetos e instituciones, para introducir procesos de mejoramiento oportunos y 
pertinentes con las necesidades y especificidades de cada uno de los contextos y 
comunidades.  
 
4. LA FUNCIÓN PEDAGÓGICA DE LA EVALUACIÓN 
La pedagogía ha asumido la evaluación como un medio al servicio de los procesos 
de enseñanza y aprendizaje no como el fin de los procesos educativos, no se 
enseña para evaluar ni se aprende para ser evaluado. Por otra parte, desde las 
corrientes pedagógicas contemporáneas se han reconocido ampliamente las 
limitantes de las pruebas “objetivas” para llevar a cabo procesos de evaluación 
formativa, es decir, procesos de evaluación que permitan dar cuenta de los logros 
de los aprendizajes de los estudiantes e introducir mejoras, oportunas; en los 
procesos de enseñanza.  Por esta razón, la discusión sobre la calidad de la 
educación es un debate que no se agota en los resultados. “Aquí es preciso 
recordar que, dadas las necesidades técnicas de la evaluación, en especial en lo 
relacionado con las pruebas masivas, se busca evaluar aquellos aspectos que son 
fácilmente constatables o verificables a través de pruebas de lápiz y papel, dejando 
de lado aspectos relevantes, que por presentarse de forma más compleja 
requieren, a su vez, formas de evaluación menos rígidas”. Cabe resaltar que por su 
propia naturaleza, estas pruebas no pueden evaluar las competencias reales de los 
estudiantes, puesto que como lo afirma el ICFES, la competencia es “un saber 
hacer en contexto” y el espacio limitado de una hoja de papel no puede evidenciar 
el nivel de competencia de un estudiante en un contexto específico. Hay que 
reconocer que las pruebas pueden dar información sobre algunos contenidos cuyo 
dominio los estudiantes se puede evidenciar en el papel, pero que dejan de lado 
aquello que la pedagogía ha considerado como lo más importante de los procesos 
                                                




educativos: la formación de sujetos. Las pruebas no permiten introducir ajustes 
oportunos y encierran en el vicioso círculo de enseñar lo que se evalúa sin la 
posibilidad de generar procesos más pertinentes a las necesidades, siempre 
cambiantes, de los estudiantes y los contextos. Dar cuenta de la calidad de la 
educación es una tarea que se puede abordar desde propuestas pedagógicas 
formativas que permitan concebir la evaluación como una herramienta de 
aprendizaje, de conocimiento y reconocimiento de los sujetos, comunidades y 
contextos para el mejoramiento continúo de las prácticas educativas y el desarrollo 
personal y profesional de los sujetos y no como un proceso técnico de constatación 
de resultados finales.  
Ahora bien, pensando en la pertinencia de una prueba masiva, urge profundizar en 
la concepción de evaluación que ésta implica. En esta medida, surge la cuestión de 
si una prueba escrita, al final de la educación básica, media o superior, es suficiente 
para evaluar todo el proceso de un sujeto en un contexto específico, en términos de 
la multi-dimensionalidad de sus aprendizajes, actitudes y acciones. 
 
5. EL DESARROLLO DE LA AUTONOMÍA INSTITUCIONAL   
La aplicación de pruebas masivas ha generado un ambiente de preocupación en las 
instituciones, por los resultados y el afán por aparecer clasificadas como “de alta 
calidad”. Esto pone de manifiesto la dificultad para los docentes e instituciones de 
adelantar procesos innovadores o procesos que no estén directamente 
relacionados con lo que se evalúa en las pruebas.  Este hecho se hace evidente en 
los Proyectos Educativos Institucionales, que fueron relegados a un segundo plano 
cuando se evidenció que las pruebas no los tenían en cuenta, en modo alguno. 
Esta situación se dará también en relación con los planes de Mejoramiento que se 
adelantarán según los resultados de la evaluación, se pensarán desde lo que se 
evalúa en las mismas y desde lo que se muestre como aspectos débiles, por tanto 
no será posible adelantar Planes de Mejoramiento que atiendan o estén orientados 
a la atención de las necesidades de la institución o de los contextos, generalmente, 
no contempladas en la evaluación.  
En este sentido se corre el peligro de pensar en formar bachilleres y profesionales 
para una prueba; significando ello una pérdida de identidad de las instituciones, la 
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uniformización de los currículos, los discursos y los perfiles de los egresados los 
programas.  
Por otra parte, es también muy posible que esta concepción de evaluación termine 
marcando una tendencia inercial obligando a las instituciones a replantearse el 
espacio de la discusión autónoma, desde su mejoramiento curricular hasta su 
filosofía de acción, limitando así el quehacer de sus docentes, su reflexión como 
comunidad científica e imposibilitando su aporte desde la investigación y desde 
conocimiento pedagógico, dadas las circunstancias de competitividad en la oferta 
de servicios educativos en nuestro país que ahora se resuelve por los resultados en 
las pruebas, ¿qué pasará con aquello que caracterizaba la formación en cada una 
de las instituciones?.  
 
6. LA FUNCIÓN DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA  
La Constitución Política otorga al Estado la función de “regular y ejercer la suprema 
inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el 
cumplimiento de sus fines…”6. “Velar por la calidad de la educación y el 
cumplimiento de sus fines” no lleva implícita la realización de pruebas masivas 
sobre las cuales se ha cuestionado la objetividad, el tipo de conocimiento que 
promueve, su poca capacidad para reconocer las diferencias culturales y hasta su 
confiabilidad. Tampoco se ha establecido que la calidad de la educación se 
determine por los resultados de las pruebas masivas, por cuanto no se sabe si las 
pruebas masivas dan cuenta de los fines y propósitos de la educación.  Con esto se 
deja claro que no se pretende deslegitimar las funciones y objetivos del estado; sino 
más bien se busca re-significar y dar nuevos y más pertinentes sentidos a estos dos 
referentes, a la luz de los contextos institucionales, locales, regionales y nacionales. 
 
7. PARTICIPACIÓN 
Será importante discutir si en términos de la participación, no sería posible 
adelantar propuestas evaluativas participativas que no se limiten a la discusión de 
un proyecto de Ley sobre el cual no se hace ninguna modificación para ser 
                                                
6 Constitución Política, Artículo. 67 
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presentado al Congreso y determinar si es posible construir colectivamente un 
discurso orientador de la evaluación educativa, desde una perspectiva pedagógica, 
coherente con un modelo educativo que atienda a una visión de país inclusivo, 
respetuoso de las diferencias y comprometido con el desarrollo social, cultural, y 
económico de los sujetos, las instituciones y las comunidades. Para ello se hace 
necesario pensar en los docentes y estudiantes e instituciones como mayores de 
edad capaces de resolver los asuntos relacionados con los procesos educativos y 




Otros aspectos y escenarios que se ven afectados o vulnerados con la imposición 
de unos únicos criterios y parámetros de evaluación, son la innegable diversidad 
cultural colombiana, la posibilidad de la convergencia de los discursos y las 
diferentes formas y manifestaciones de conocimiento; lo que se traduce en la 
limitación de la construcción de conocimiento pedagógico y didáctico, que debe 
surgir desde los requerimientos, necesidades y expectativas de las comunidades en 
sus contextos.  
Lo anterior representa un retroceso, incluso en términos de lo definido por la 
normativa que reconoce algunos de dichos aspectos y realidades del país: Decreto 
1142 de 1978 (educación intercultural bilingüe y coherente con el medio natural y 
cultural de las etnias), Constitución Política de 1991 (artículo 68: integrantes de los 
grupos étnicos tendrán derecho a una formación que respete y desarrolle su 
identidad cultural), Ley General de Educación de 1994 (artículos 5: [fines de la 
educación] El estudio y la comprensión crítica de la cultura nacional y de la 
diversidad étnica y cultural del país, como fundamento de la unidad nacional y de su 
identidad; 55: Esta educación debe estar ligada al ambiente, al proceso productivo, 
al proceso social y cultural, con el debido respeto de sus creencias y tradiciones; 
56: La educación en los grupos étnicos estará orientada por los principios y fines 
generales de la educación establecidos en la integralidad, interculturalidad, 
diversidad lingüística, participación comunitaria, flexibilidad y progresividad; y 65: 
Proyectos Institucionales de Educación Campesina y Rural, ajustados a las 
particularidades regionales y locales; entre otros) y Decreto 804 de 1995 (artículo 1: 
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[sobre educación para grupos étnicos] (…) mantener, recrear y desarrollar un 
proyecto global de vida de acuerdo con su cultura, su lengua, sus tradiciones y sus 
fueros propios y autóctonos). 
 
FINALMENTE, SERÍA OPORTUNO PREGUNTAR: ¿Garantiza la evaluación 
masiva la calidad de la educación?. Si la respuesta a esta pregunta es afirmativa, 
después de casi 50 años de evaluación masiva, se podría garantizar que la 
educación colombiana es una educación de alta calidad porque en este momento 
se evalúa a los estudiantes y los docentes en todos los niveles.  Es necesario 
preguntar si no se está cayendo en la perversa argumentación de que la calidad de 
la educación es mala porque los resultados son malos y los resultados son malos 
porque la calidad de la educación es mala.  En esta petición de principio no se ha 
establecido si la aplicación de pruebas masivas ha contribuido o no al mejoramiento 
de la calidad. 
¿Los resultados y la información que ofrecen este tipo de pruebas sobre los 
estudiantes y la formación es una información lo suficientemente rica y útil como 
para justificar los recursos que se invierten? Será importante discutir cuál es el 
monto de los recursos que se invierten actualmente en evaluación y si la 
información que proporcionan las pruebas es una información que puede ser  
utilizada para dar cuenta del proceso educativo e introducir mejoras oportunas en el 
mismo. Vale la pena preguntar qué hacen las instituciones con esta información, la 
consideran como pertinente a sus realidades, consideran que ella da cuenta de los 
procesos o como una información de carácter externo que poco o nada dice sobre 
sus procesos y realidades y qué solo se toma en cuenta cuando hay que tomar 
decisiones frente a lo que se enseña o no.   
Por último, se podría preguntar, desde el punto de vista de la calidad, si no es 
posible invertir los recursos destinados a la aplicación de pruebas masivas en 
acciones que contribuyan al mejoramiento individual y colectivo afianzando los 
procesos educativos en las instituciones y fortaleciendo las comunidades 
académicas. Acciones que permitan evidenciar necesidades y apoyar procesos 
regionales o individuales orientados hacia el reconocimiento de necesidades y 
potencialidades de los sujetos y los contextos  
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¿Deben los estudiantes pagar por las pruebas para garantizar la calidad en un 
servicio cuya garantía corresponde al Estado? El Estado, como cualquier entidad 
prestadora de un servicio, debe garantizar la calidad del mismo y los recursos 
necesarios para asegurar dicha calidad no pueden ser cobrados al público que 
demanda el servicio. Lo que se enajena es el servicio y esta enajenación incluye la 
calidad del mismo. Si el Estado corrobora, a través de las pruebas, que el servicio 
prestado no es de calidad será el Estado quién deba indemnizar a quien recibió el 
servicio, por el cual, además ha pagado. No parece lógico, ni aún en el contexto 
simple del mercado, que alguien pague por un bien, cuya calidad no se ha 
garantizado y que además deba asumir los costos para la verificación de dicha 
calidad. Esta es una demanda que ya hace mucho tiempo ganaron las asociaciones 
de consumidores, el derecho a adquirir bienes de calidad a cambio de una 
determinada suma de dinero sin que además se deban estipular en el contrato de 
compraventa costos adicionales para garantizar la calidad del bien adquirido. 
 
